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Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA 

NACIONAL 

Medio de control REPARACION DIRECTA  

Asunto CONTESTACION DEMANDA  

 

JAVIIER ANDRES CORDOBA RAMOS, mayor de edad, residenciado en esta 

ciudad, identificado con la cédula de ciudadanía número 87067755 de Pasto 

Nariño), portador de la tarjeta profesional número 195.201 del Consejo Superior de 

la Judicatura, obrando en calidad de apoderado de la Nación - Ministerio Defensa 

Nacional - Policía Nacional, de acuerdo al poder conferido por el señor Secretario 

General, me permito allegar escrito de CONTESTACION DEMANDA en el proceso 

de la referencia, en los siguientes términos: 

DOMICILIO 

La Entidad demandada y su representante legal tienen su domicilio en Bogotá D.C. 
en la Transversal 45 No. 40-11 CAN PISO 3º. 
 

PRONUNCIAMIENTO EN CUANTO A LAS PRETENSIONES 

 

Lo primero en advertir, corresponde a que la entidad pública que represento, se 

opone a la totalidad de las pretensiones formuladas por la parte demandante, 

bien sean estas declarativas, de interpretación, consecuenciales y/o de condena de 

la demanda, basándome para ello en las razones de hecho y de derecho que se 

expresaran a lo largo del presente escrito de contestación. 



Al respecto esgrimo las siguientes razones: 

1º.  APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD: 

La Constitución Política establece en su artículo 1º: 

“Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de 

República Unitaria, descentralizada..., fundada en el respeto de la 

dignidad humana, en el trabajo y en la solidaridad de las personas que 

la integran y en la prevalencia del interés general". (Subrayado fuera 

del texto). 

 

De igual forma la misma Carta Política prescribe en su artículo 2º: 

 

"Son fines esenciales del Estado servir a la comunidad, promover la 

prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 

derechos y deberes consagrados en la Constitución...Las autoridades 

de la República están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás 

derechos y libertades y para asegurar el cumplimiento de los deberes 

sociales del Estado y de los particulares". (Subrayado fuera del texto). 

 

Por su parte, La Constitución Nacional en el artículo 218 determina el fin primordial 

de la Policía Nacional, cual es:  

 

“…el mantenimiento de las condiciones necesarias para el ejercicio de 

los derechos y libertades públicas y para asegurar que los habitantes 

de Colombia convivan en paz…” 

 

El Decreto 2158 de 1997, por medio del cual se desarrolla la estructura orgánica de 

la Policía Nacional, en él se determina la visión, misión, funciones y principios de la 

gestión en la Policía Nacional, donde se establece: 



 

“…Artículo 3o. Principios. La Misión Institucional se fundamenta en los 

siguientes principios: 

 

(…) 

 

2. Contribuir al mantenimiento de las condiciones necesarias para el 

ejercicio de los derechos y libertades públicas…” 

 

Por otra parte la Corte Constitucional, a propósito de lo argumentado en líneas 

anteriores, ha mencionado, según Sentencia No. de Rad. C – 024/94, lo siguiente:  

(…) 

 

“…en un Estado social de derecho, el uso del poder de policía -tanto 

administrativa como judicial-se encuentra limitado por los principios 

contenidos en la Constitución Política y por aquellos que derivan de la 

finalidad específica de la policía de mantener el orden público como 

condición para el libre ejercicio de las libertades democráticas. De ello 

se desprenden unos criterios que sirven de medida al uso de los 

poderes de policía. El ejercicio de la coacción de policía para fines 

distintos de los queridos por el ordenamiento jurídico puede constituir 

no sólo un problema de desviación de poder sino incluso el delito de 

abuso de autoridad por parte del funcionario o la autoridad 

administrativa (…)”. 

 

Esclarecido lo anterior, se procede a sustentar la oposición a cada una de las 

pretensiones signadas en el escrito de demanda así: 

A PRETENSIONES DECLARATIVAS, CONDENATORIAS Y SUBSIDIARIAS. Que  

se declare a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional de 

Colombia - administrativamente responsable de los perjuicios materiales y morales 

causados a los demandantes por presunta falla del servicio por parte de Policía 

Nacional que conllevó, a voces del demandante, a la muerte del señor  Auxiliar 



DUVAN ALBERTO AGUIRRE SALAZAR (Q.E.P.D), ME OPONGO, teniendo en 

cuenta que son argumentos personales y subjetivos de los accionantes carentes de 

todo sustento probatorio, teniéndose así que con el escrito de demanda no se allega 

prueba determinante mediante la cual, sin lugar a duda razonable, se compruebe 

que la Institución Policía Nacional de Colombia sea la responsable por la muerte del 

señor DUVAN ALBERTO AGUIRRE SALAZAR (Q.E.P.D) como causa del presunto 

daño antijurídico reclamado, es decir, no se aporta prueba idónea a través de la cual 

se determine el nexo de causalidad entre la supuesta acción desplegada por 

miembros de la Policía Nacional de Colombia que conlleve a la declaratoria de 

responsabilidad sobre el Estado, incurriendo la parte demandante en una omisión 

al deber legal consagrado en el artículo 1671 del Código General del Proceso, 

relacionado al deber de carga probatoria exigido para la parte procesal que desea 

sacar avante sus pretensiones, por lo cual se observa una falta de medio material 

probatorio que demuestre un nexo de causalidad, omitiendo aportar prueba idónea 

y “sine qua non” para tal fin.  

Así mismo, teniendo en cuenta a lo reiterado por el Honorable Consejo de Estado en 

su jurisprudencia en el sentido de indicar que el reconocimiento y tasación de los 

perjuicios materiales y morales, se desprende de la condición personal de 

damnificado con el daño sufrido por las víctimas, y que el parentesco resulta ser tan 

solo un elemento probatorio que indica la existencia de una relación familiar 

consolidada, “así las cosas, la valoración probatoria que debe hacer el juez para 

acceder al reconocimiento de los perjuicios morales no puede entenderse en forma 

alguna como una simple verificación de la relación de parentesco de los 

demandantes, sino que es deber del fallador hacer un acopio de todos los elementos 

probatorios obrantes de manera que verifique la existencia de criterios o referentes 

objetivos para su cuantificación tales como: “las características mismas del daño, su 

gravedad y extensión, el grado de afectación en el caso de cada persona, vale decir, 

el conjunto de elementos o circunstancias de hecho que enmarcan la situación del 

demandante afectado, para por vía del análisis de conjunto, debidamente razonado, 

llegar a concretar un monto indemnizatorio determinado2”. 

No se puede desconocer entonces el precedente jurisprudencial del Honorable 

Consejo de Estado frente a la tasación de los perjuicios morales, sin hacer referencia 

                                                           
1 Artículo 167. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto 

jurídico que ellas persiguen. No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de oficio o a petición de parte, 
distribuir la carga al decretar las pruebas, durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de fallar, exigiendo 
probar determinado hecho a la parte que se encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias o esclarecer 
los hechos controvertidos. La parte se considerará en mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el material 
probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, por circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido 
directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre 
la contraparte, entre otras circunstancias similares. Cuando el juez adopte esta decisión, que será susceptible de recurso, 
otorgará a la parte correspondiente el término necesario para aportar o solicitar la respectiva prueba, la cual se someterá a 
las reglas de contradicción previstas en este código. Los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas no 
requieren prueba. 
2 Sentencia del 12-06-2013, Exp. 29997, Rad. No. 52001233100020010028401, M.P. Dr. Hernán Andrade Rincón, Actor Marcelino Riasco 
Villa y Otros. 



de los postulados argumentativos y jurídicos por lo cual se aparta de los lineamientos 

establecidos por el Alto Tribunal, quien el pasado 28 de agosto de 2014, la Sección 

Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, fijó los 

topes indemnizatorios en materia de perjuicios inmateriales, daños morales, daño a 

la salud y afectación relevante a bienes o derechos constitucional y 

convencionalmente protegidos. 

Al respecto, así se ha pronunciado el Honorable Consejo de Estado en fallo del 14 

de Febrero de 1994 proferido por la Sala plena de lo Contencioso Administrativo 

con ponencia de la Doctora Consuelo Sarria en donde se expresa: "Los hechos son 

causa pretende de la demanda, en cuanto configuren la causa jurídica en que se 

fundamenta el derecho objeto de las pretensiones por eso desde el punto de vista 

procesal, su afirmación constituye un acto jurídico que tiene la trascendencia y 

alcance de definir los términos de la controversia y por lo tanto e/ alcance de la 

Sentencia, y debe ser objeto del debate durante el proceso, " para que si al final 

se encuentran debidamente probados puedan prosperar. 

las peticiones de la demanda", ya que al respecto de ellos pueden pronunciarse 
el juzgador en perfecta congruencia (las negrillas son nuestras). 

Nuevamente el Honorable Consejo de Estado, en la jurisprudencia vigente 
relacionada con la responsabilidad extracontractual del Estado, se ha pronunciado 
en torno a la imputabilidad del daño señalando: 

"(…) De allí que el elemento indispensable- aunque no siempre 

suficiente - para la imputación, es el nexo causal entre el hecho 

causante del daño y el daño mismo, de modo que este sea efecto del 

primero. Por eso, la parte última del inciso primero del artículo 90 de la 

C.P. en cuanto exige - en orden a deducir la responsabilidad patrimonial 

del estado -, que los daños antijurídicos sean "causados por la acción 

u omisión de los autoridades públicas", está refiriéndose al fenómeno 

de la imputabilidad patrimonial del Estado tanto fáctico como jurídica 

(…)". (Sentencia del 21 de octubre de 1999, sección 30 expediente 

10948-11643 Dr. Alier E. Hernández). 

De este pronunciamiento es claro que la imputabilidad del daño debe demostrarse 

desde la fundamentación fáctica como jurídica y que permita al juzgador 

administrativo generar la certeza de que el daño fue producto de una acción u 

omisión del Estado de modo que el perjuicio sea efecto de tal acción, es decir que 

exista entre el hecho y el daño una relación de causalidad. 

De conformidad a las pretensiones relacionadas con el lucro cesante futuro, esta 

defensa SE OPONE, toda vez que la reparación de dicho daño requiere prueba 

suficiente y no debe fundamentarse en conclusiones dudosas o contingentes sobre 

las ganancias dejadas de obtener, apoyadas en simples esperanzas o cálculos 



ilusorios en concordancia a lo señalado por la Honorable Corte Suprema de Justicia, 

Sala Civil en Sentencia con radicado SC-11575 (11001310302020060051401), de 

fecha 31 de agosto de 2015, Magistrado Ponente Dr. Fernando Galindo. Por lo 

tanto, al momento de que el apoderado judicial de confianza de la parte demandante 

manifiesta como argumento de la referida pretensión la “edad probable de vida” del 

señor AGUIRRE SALAZAR (Q.E.P.D) no es razón suficiente para acceder a la 

misma.  

A LOS HECHOS ESBOZADOS DENTRO DEL ESCRITO DE DEMANDA 

Los argumentos esbozados por el profesional del derecho de la confianza de los 

demandantes, conocidos en la demanda de la siguiente manera:  

AL HECHO 1 ES CIERTO: según lo aportado en los registros civiles de nacimiento 

que fueron aportados con la contestación de la demanda. 

AL HECHO 2 ES CIERTO: según la resolución No 019 del 31 de mayo de 2021, 

fue dado de alta como auxiliar de Policía destinado a Escuela de Carabineros 

Alejandro Gutiérrez. 

AL HECHO 3 ES CIERTO: según informe de novedad de fecha 20 de agosto de 

2021, suscrito por el señor Oficial de Servicio de la escuela Alejandro Gutiérrez, se 

estableció la novedad ocurrida el día 20 de agosto de 2021 cuando mediante 

programa radial realizado por el señor IT JULIAN ANDRES CEBALLOS HURTADO 

jefe de la unidad de información y seguridad de las instalaciones a los diferentes 

puntos de seguridad de la escuela de manera consecutiva se generó una alerta, 

teniendo en cuneta que al reportar al punto de seguridad denominado Plutón 9 

contiguo a los contenedores destinados para la recolección de basura de la escuela, 

donde fue asignado donde le señor auxiliar no respondía al llamado que realizaba 

el señor suboficial de  manera reiterativa por los anterior se ordena a la señora 

patrullera YUDI ANGELICA RICO,  que se dirija a verificar la situación que presenta 

el señor auxiliar y al llegar al lugar la señora patrullera encuentra al señor auxiliar 

reclinado a una esquina de la garita el cuerpo totalmente inmóvil del joven auxiliar 

de policía quien presentaba una herida abierta en la cabeza con exposición al 

parecer de masa encefálica. 

AL HECHO 4 ES CIERTO por los hechos ocurridos se emitió informe administrativo 

por muerte no 011 de fecha 05 de septiembre de 2021, en el cual se describen las 

circunstancias de tiempo, modo y lugar que rodearon la muerte del señor auxiliar de 

policía procediendo a calificar en “MUERTE EN SIMPLE ACTIVIDAD”. 

AL HECHO 5 NO ES CIERTO el señor Auxiliar de Policía DUVAN ALBERTO 

AGUIRRE SALAZAR (Q.E.P.D) aprobó los exámenes de ingreso a la institución, 



exámenes que se practican con estricto rigor, de manera objetiva y por 

profesionales idóneos, quienes conceptuaron que: 

“El aspirante posee tolerancia a la frustración, estando en la capacidad para tolerar 

o hacer frente a una molestia y el trabajo duro en el corto plazo con el fin de 

alcanzar metas a largo plazo..” 

AL HECHO 6 NO ME CONSTA es un hecho que se debe demostrar dentro del 

proceso, el señor auxiliar de policía en su proceso de incorporación y los exámenes 

de valoración no se estableció ningún tipo de anomalía que le impidiera prestar su 

servicio militar, d igual manera nunca manifestó tener algún tipo de dificultad para 

el mismo.  

AL HECHO 7 y 8  NO ES CIERTO son manifestaciones que carecen de material 

probatorio, no existe prueba que demuestre lo contrario. 

RAZONES DE DEFENSA 

En primer lugar, se advierte que la parte actora solicita, que se declare la 

responsabilidad administrativa de la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - 

Policía Nacional, bajo el título de imputación de falla en el servicio, por los perjuicios 

morales causados a los demandantes por el suicidio del Señor auxiliar de policía  

DUVAN ALBERTO AGUIRRE SALAZAR (Q.E.P.D), el día 20 de agosto de 2021. 

Es procedente advertir que el constituyente primario de 1991, estableció en la Carta 

Política en el artículo 90, que el Estado responderá patrimonialmente por los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 

autoridades públicas, como consecuencia de ello, la responsabilidad en general 

descansa en dos (2) elementos: 

 

1. El daño antijurídico y 

2. la imputación. 

 

El primero, denominado DAÑO ANTIJURÍDICO, incorporado a nuestra legislación 

por la jurisprudencia y la doctrina española, se dijo que daño antijurídico era aquel 

que la víctima no estaba obligada a soportarlo, presentándose un desplazamiento 

de la culpa que era el elemento tradicional de la responsabilidad para radicarlo en 

el daño mismo, es decir, que éste resultaba jurídico si constituía una carga pública, 

o antijurídico si era consecuencia del desconocimiento por parte del mismo Estado 

del derecho legalmente protegido, de donde surgía la conclusión que no tenía el 

deber legal de soportarlo. 

En éste orden de ideas, el daño antijurídico que pretenden los demandantes 

representada por sus padres, es el relativo a la falla del servicio que no tenían por 



qué soportarlo; sin embargo, de todo lo argumentado en el escrito de la demanda, 

en su mayoría no se aportó la documental que corroborara citadas manifestaciones, 

desconociéndose que estamos frente a una jurisdicción rogada, en la cual se deben 

demostrar y probar los hechos que sustenten las pretensiones, lo cual en el caso en 

litigio, carece de material probatorio para demostrar lo pretendido, es decir, no se 

allega prueba a través de la cual se pueda demostrar o corroborar las 

manifestaciones de los daños y los perjuicios que se reclaman. 

Al respecto y teniendo en cuenta las funciones Legales y Constitucionales de la 

Policía Nacional, no es posible, que mi defendida sea responsable por falla del 

servicio enmarcada según la defensa de los demandantes en acciones u omisiones, 

por el suicidio del Señor auxiliar de policía  DUVAN ALBERTO AGUIRRE SALAZAR 

(Q.E.P.D). 

El segundo elemento, ha sido denominado IMPUTACIÓN, que no es más que el 

señalamiento de la autoridad que por acción u omisión haya causado el daño. En 

atención a que los demandantes pretenden que se declare la responsabilidad de mi 

defendida según su pensar, al respecto el Honorable Consejo de Estado en 

Jurisprudencia vigente relacionada con la responsabilidad extra contractual del 

Estado, se ha pronunciado en torno a la imputabilidad del daño señalando: 

“De allí que el elemento indispensable- aunque no siempre suficiente- para 

la imputación, es el nexo causal entre el hecho causante del daño y el daño 

mismo, de modo que este sea efecto del primero. Por eso, la parte última 

del inciso primero del artículo 90 de la C.P. en cuanto exige- en orden a 

deducir la responsabilidad patrimonial del estado-, que los daños 

antijurídicos sean “causados por la acción u omisión de las autoridades 

públicas”, está refiriéndose al fenómeno de la imputabilidad patrimonial del 

Estado tanto fáctica como jurídica”. (Sentencia Radicado C – 024/94 - 

Sentencia del 21 de octubre de 1999, Sección Tercera - Expediente 10948-

11643 Dr. ALIER E. HERNÁNDEZ). 

Aunado a lo explicado en precedencia, y con el ánimo de complementar los 

parámetros que deben presentarse para responsabilizar una entidad pública por 

una FALLA EN EL SERVICIO, se requiere de la presencia de tres (3) elementos 

reiterados jurisprudencialmente, así: 

 

1. El hecho. Causado por un funcionario en ejercicio de sus labores o con 

algún tipo de dependencia con el servicio, 

2. El daño. Infringido a una o varias personas; el cual debe ser cierto, 

determinado, concreto y 

3. El nexo causal. Entendido como la unión - vinculante existente entre los 

dos elementos, de tal manera que el uno sea la consecuencia del otro y 



que no medie entre las circunstancias especiales que excluyan la relación 

causal. 

Al respecto, así se ha pronunciado el Honorable Consejo de Estado en fallo del 14 

de Febrero de 1994 proferido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo 

con ponencia de la Dra. CONSUELO SARRIA, quien expresa: 

“Los hechos son causa pretendi de la demanda, en cuanto configuren la 

causa jurídica en que se fundamenta el derecho objeto de las pretensiones 

por eso desde el punto de vista procesal, su afirmación constituye un acto 

jurídico que tiene la trascendencia y alcance de definir los términos de la 

controversia y por lo tanto el alcance de la Sentencia, y debe ser objeto del 

debate durante el proceso, “para que si al final se encuentran 

debidamente probados puedan prosperar las peticiones de la 

demanda”, ya que al respecto de ellos pueden pronunciarse el juzgador 

en perfecta congruencia”. (Negrillas no corresponden al texto original). 

De este pronunciamiento, es claro que la imputabilidad del daño debe demostrarse 

desde la fundamentación fáctica como jurídica, y que permita al juzgador 

administrativo generar la certeza de que el daño fue producto de una acción u 

omisión del Estado de modo que el perjuicio sea efecto de tal acción, es decir, que 

exista entre el hecho y el daño una relación de causalidad, ante lo cual se reitera, 

que en este estadio procesal, no existen elementos probatorios que ofrezcan plena 

certeza respecto a que hubo falla del servicio por parte de la Policía Nacional, ni 

tampoco, se establece que los hechos o actos determinantes que condujeron de 

manera decisiva a al muerte del actor, hubiese sido por acción u omisión de mi 

defendida en sus funciones constitucionales. 

FUNDAMENTOS Y ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES ESPECIALES DE 

LA CULPA exclusiva de la victima 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VICITMA  - La simple calidad de funcionario público 

que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al Estado. 

Si bien no se discute el hecho de que los agentes del Estado deben observar una conducta 

acorde con su investidura, la sola circunstancia de ostentar dicha calidad no hace a la 

entidad que representan responsable de los daños causados por su conducta.  En efecto, 

las actuaciones de los agentes estatales comprometen la responsabilidad del Estado 

cuando tienen algún nexo o vínculo con el servicio; es decir, la Administración no responde 

de los daños causados por la actividad estrictamente privada de sus funcionarios y agentes, 

esto es, aquélla que se produce al margen de las funciones que el cargo le impone, o por 

fuera del servicio. La Corporación ha señalado en varias oportunidades, que las 

actuaciones de los funcionarios sólo compromete el patrimonio de las entidades públicas 

cuando las mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público. La simple calidad 

de funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al Estado, 



pues dicho funcionario puede actuar dentro su ámbito privado separado por completo de 

toda actividad pública3    

 

RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Actuación de los 

funcionarios públicos. Nexo con el servicio / CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA - La 

simple calidad de funcionario público no vincula necesariamente al Estado / 

FUNCIONARIO PUBLICO - Conducta causante del daño debe tener vínculo con el 

servicio. Reiteración jurisprudencial 

 

De acuerdo con la jurisprudencia reiterada de la Sala, las actuaciones de los 

funcionarios sólo comprometen el patrimonio de las entidades públicas cuando las 

mismas tienen algún nexo o vínculo con el servicio público. La simple calidad de 

funcionario público que ostente el autor del hecho no vincula necesariamente al 

Estado, pues dicho funcionario puede actuar dentro de su ámbito privado separado 

por completo de toda actividad pública. .Se tiene así que para que la conducta 

causante del daño, desplegada por un agente estatal, tenga vínculo con el servicio, 

se requiere que ésta se presente externamente como expresión o consecuencia del 

funcionamiento del servicio público. (…) para que surja responsabilidad a cargo de 

las entidades, no es suficiente con evidenciar que el daño ha sido causado por un 

agente de la administración, o con la utilización de algún elemento de los que usan 

los organismos del Estado para el desempeño de sus funciones, sino que además 

es necesario demostrar que las actividades del agente estuvieron relacionadas con 

el servicio, labor en la cual habrá de observarse, en cada caso concreto, si el agente 

estatal actuó prevalido de su función administrativa, lo cual se determina, a su vez, 

evaluando si el daño ocurrió en horas en que se prestaba o debía prestarse el 

servicio, o si devino con ocasión del mismo, y/o si acaeció en el lugar donde éste 

se prestaba. Igualmente, debe estudiarse si el agente actuó –u omitió actuar- 

impulsado por el cumplimiento del servicio bajo su responsabilidad, y si el particular 

percibió la encarnación del servicio público en el agente estatal directamente 

generador del daño.4 

Así mismo, es importante que la parte demandante acredite el NEXO CAUSAL, 

estos es la relación  entre el hecho y el daño, por el cual pretende que la Institución 

sea declarada responsable. Con relación al Nexo Causal, es importante traer a 

                                                           
3 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA Consejera ponente: 

MYRIAM GUERRERO DE ESCOBAR Bogotá, D.C., catorce (14) de abril de dos mil diez (2010) Radicación número: 
05001-23-31-000-1995-01120-01(17898) 

 
4 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION TERCERA SUBSECCION B 
Consejero Ponente: Danilo Rojas Betancourth Bogotá D. C., veintinueve (29) de marzo de dos mil once (2012) Expediente: 
21 380 Radicación: 20001-23-31-000-1999-00655-01 
 

 



colación lo manifestado por el H. Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 

2007, radicado 16.898, Mp. Enrique Gil Botero, así: 

 

Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el 

elemento de imputación fáctica necesario para predicar en cabeza de la 

administración pública responsabilidad, no se encuentra demostrado, sin 

que para ello influya el régimen de imputación jurídica aplicable al 

supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) u objetivo (riesgo 

excepcional, daño especial, etc); lo anterior como quiera que tanto en 

los regímenes objetivos como subjetivos es requisito sine qua non 

que la parte actora demuestre plenamente la ocurrencia del daño 

antijurídico, así como el nexo que vincula ese perjuicio con la 

actuación de la administración; la diferencia entre uno u otro régimen 

–subjetivo y objetivo- estriba, simplemente en que en el segundo 

(objetivo) no juega el papel culpabilísimo con que haya actuado la 

administración pública.  

 

INEXISTENCIA DE LOS ELEMENTOS ESTRUCTURALES DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO  

Toda vez que no es posible endilgar responsabilidad a la Policía Nacional, para que se 

configure la responsabilidad del Estado, pues es importante que la parte demandante 

acredite el NEXO CAUSAL, estos es la relación entre el hecho y el daño, por el cual pretende 

que la Institución sea declarada responsable. Con relación al Nexo Causal, es importante 

traer a colación lo manifestado por el H. Consejo de Estado, Sentencia del 31 de mayo de 

2007, radicado 16.898, Mp. Enrique Gil Botero, así: 

 

Así las cosas, en el caso objeto de análisis, la sala encuentra que el 

elemento de imputación fáctica necesario para predicar en cabeza de la 

administración pública responsabilidad, no se encuentra demostrado, sin 

que para ello influya el régimen de imputación jurídica aplicable al 

supuesto hecho, esto es, bien subjetivo (falla) u objetivo (riesgo 

excepcional, daño especial , etc); lo anterior como quiera que tanto en 

los regímenes objetivos como subjetivos es requisito sine qua non 

que la parte actora demuestre plenamente la ocurrencia del daño 

antijurídico, así como el nexo que vincula ese perjuicio con la 

actuación de la administración; la diferencia entre uno u otro régimen 

–subjetivo y objetivo- estriba, simplemente en que en el segundo 

(objetivo) no juega el papel culpabilistico con que haya actuado la 

administración pública.  

 

De  lo expuesto se puede concluir que la  parte demandante no asumió la carga probatoria 

que le correspondía, de acreditar los elementos esenciales para que pueda predicarse la 



responsabilidad patrimonial del Estado por falla en el servicio o por otro título de imputación,  

por tanto, no están llamadas a prosperar las pretensiones de la demanda, al menos en 

cuanto a mi representada POLICIA NACIONAL 

 

Respecto a la carga de la prueba, el Consejo de Estado ha determinado que: 

 

“En consecuencia, la Sala advierte que no se acreditaron los hechos 

que sirvieron de fundamento a las pretensiones de la demanda, puesto 

que la actora no aportó pruebas ni desplegó actividad alguna tendiente 

a que se allegaran los medios de prueba necesarios para determinar la 

imputación del daño a la Administración Pública, es decir, que la parte 

demandante no asumió la carga probatoria que le correspondía. Al 

respecto, no debe olvidarse que la carga de la prueba es una regla de 

nuestro derecho probatorio consagrada en el artículo 177 del C. de P. 

Civil, de acuerdo con el cual "Incumbe a las partes probar el supuesto 

de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 

persiguen... "; dicho en otras palabras: para lograr que el juez dirima 

una controversia de manera favorable a las pretensiones, le 

corresponde al demandante demostrar en forma plena y completa los 

actos o hechos jurídicos de donde procede el derecho o nace la 

obligación, máxime si ninguna de las partes goza en el proceso 

colombiano de un privilegio especial que permita tener por ciertos los 

hechos simplemente enunciados en su escrito, sino que cada una de 

ellas deberá acreditar sus propias aseveraciones.  

Cabe recordar que la carga de la prueba consiste en una regla de juicio, 

que le indica a las partes la responsabilidad que tienen para que 

los hechos que sirven de sustento a las pretensiones o a la defensa 

resulten probados; en este sentido, en relación con los intereses de la 

parte demandante, debe anotarse que quien presenta la demanda, sabe 

de antemano cuáles hechos le interesa que aparezcan demostrados en 

el proceso y, por tanto, sabe de la necesidad de que así sea, más aun 

tratándose del sustento mismo de la demanda y de los derechos que 

solicita sean reconocidos. 

             Siendo así las cosas, por deficiencia probatoria no es posible atribuir responsabilidad 

alguna a la Administración Pública, pues es indispensable demostrar, por los medios 

legalmente dispuestos para ello, todos los hechos que sirvieron de fundamento 

fáctico de la demanda y no solo la mera afirmación de los mismos, para poder 

establecer cuál fue la actividad del ente demandado que guarde el necesario nexo 

de causalidad con el daño y que permita imputarle la responsabilidad a aquel, 



situación que no se dio en el sub lite. (Consejo de Estado. Sentencia de 27 de abril de 

2006. Cons Ponente Ramiro Saavedra Becerra. Exp 16079. Resalta la Sala.)”  

Así las cosas, al no existir responsabilidad imputable a la Institución que represento, 

por lo anterior solicito de manera desfavorablemente las pretensiones de la 

demanda por los motivos señalados en este escrito.  

 

FUNDAMENTOS Y ANTECEDENTES JURISPRUDENCIALES ESPECIALES DE 

LA CULPA EXCLUSIVA Y DETERMINANTE DE LA VÍCTIMA. 

 

HECHO DETERMINANTE Y EXCLUSIVO DE LA VICTIMA 

 

COROLARIO a lo anterior, es imposible pretender responsabilizar a LA NACION 

COLOMBIANA -MINISTERIO DE DEFENSA- POLICIA NACIONAL, por este hecho materia 

de esta litis, daño que sin lugar a dudas, provino del HECHO EXCLUSIVO Y 

DETERMINANTE DE LA VICTIMA.  

 

Por lo anterior mal haría la Nación, en responder por circunstancias que no podría llegar a 

controlar, más aún cuando el CONSEJO DE ESTADO en la  SECCION TERCERA de la 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO en Sentencia de diez (10 ) de marzo de 

dos mil cinco (2005), cuya Consejera ponente fue la Doctora  RUTH STELLA CORREA 

PALACIO, en el expediente de Radicado Número 25000-23-26-000-1991-07615-01(16231) 

en la que fungía como actor: JOSE VICENTE VILLATE CORREDOR Y OTROS- 

GRACIELA SERRANO GIL Y OTRO –ACUMULADO y como demandado la NACION - 

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL Y DEPARTAMENTO 

ADMINISTRATIVO DE AERONAUTICA CIVIL, se ha manifestado de la siguiente manera:   

 

Es cierto que el fin principal del Estado es procurar el bien común y para lograrlo se deben 

cumplir con mandatos constitucionales y legales como el de velar por la vida, honra y bienes 

de los ciudadanos, pero estos no pueden ser ilimitados hasta el punto de evitarle a la 

comunidad y a los propios funcionarios de la institución las mínimas posibilidades de riesgo, 

y menos cuando estas situaciones son imprevisibles como en el asunto de autos. 

 

También el CONSEJO DE ESTADO ha dado una pauta jurisprudencial cuando fijó en la 

sentencia del 18 de diciembre de 1997, con ponencia del Doctor JESÚS MARÍA CARRILLO 

BALLESTEROS, en el expediente de radicado 12.942, cuyo actor fue la Señora MIRNA 

LUZ CATALÁN BARILIO, en la cual señaló: 

 

"…En efecto en el plenario no obra ningún medio de prueba que lleve a la convicción que 

los estamentos de seguridad del Estado fallaron a sus deberes constitucionales y que ello 

dio entrada a la responsabilidad de la administración.  

 



Es verdad que a la luz de lo dispuesto en la Constitución la fuerza pública está instituida 

para salvaguardar las condiciones necesarias del ejercicio de libertades públicas y para 

asegurar la convivencia pacífica de los colombianos. Sin embargo, este deber constitucional 

no reviste un carácter absoluto, porque si bien es incuestionable que la Policía Nacional 

debe velar por la seguridad de los ciudadanos, esta obligación debe cumplirse de acuerdo 

a los medios a su alcance, ya que resultaría prácticamente imposible de que dispusiera de 

un policía para cada ciudadano colombiano”. (Subrayado y negrillas fuera de texto). 

 

Según la jurisprudencia anotada, tal y como se ha indicado, en el plenario no obra ningún 

medio de prueba que lleve a la convicción que algún miembro de la Policía Nacional falló a 

sus deberes constitucionales y que ello dio entrada a la responsabilidad de la 

administración, por lo tanto, la presunta falla del servicio, se rompe por  el hecho 

determinante de la propia víctima  que con su actuar imprudente fue la raíz determinante 

de su propia muerte al repeler la acción de la autoridad policial.  

 

EXCEPCIONES 

 

 
CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA POR PRESENTARSE UN SUICIDIO 

 

Aunado a lo anteriormente expuesto por parte de esta defensa, se tiene que el 

Honorable Consejo de Estado, ha precisado que al igual que las otras eximentes de 

responsabilidad, tres (3) son los elementos determinantes para que se configure la 

culpa de la víctima como eximente de responsabilidad estatal: 

 

1. Irresistibilidad, 

2. Imprevisibilidad y 

3.              Exterioridad respecto del demandado 

                                                        

1.1 IRRESISTIBILIDAD: En términos generales, la irresistibilidad 

hace referencia a que el daño debe ser inevitable para que pueda 

sostenerse la ocurrencia de una causa extraña, toda vez que si bien se 

debe llegar a evitar o impedir los efectos dañinos del fenómeno, toda 

vez que en todo caso la imposibilidad de ejecución debe interpretarse 

de una manera humana y teniendo en cuenta todas las circunstancias: 



basta que la imposibilidad sea normalmente insuperable teniendo en 

cuenta las condiciones de vida. 

1.2 IMPREVISIBILIDAD: Hace referencia a la condición imprevista 

del caso en concreto con lo cual resulta indispensable que se trate de 

un  “acontecimiento súbito, sorpresivo, excepcional, de rara 

ocurrencia”. En este sentido, el Consejo de Estado ha sostenido que 

“resulta mucho más razonable entender por imprevisible aquello que, 

pese a que pueda haber sido imaginado con anticipación, resulta súbito 

o repentino o aquello que no obstante la diligencia y cuidado que se 

tuvo para evitarlo de todas maneras acaeció, con independencia de 

que hubiese sido mentalmente figurado, o no, previamente a su 

ocurrencia”. 

1.3 EXTERIORIDAD DE LA CAUSA EXTRAÑA: Respecto del 

demandado ¨se concreta en que el acontecimiento y circunstancia que 

se invoca como causa extraña debe resultarle ajeno jurídicamente, 

pues más allá de sostener que la causa extraña no debe imputarse a 

la culpa del agente (…) la exterioridad que se exige de la causa del 

daño para que pueda ser considerada extraña a la entidad demandada 

es una exterioridad jurídica, en el sentido que ha de tratarse de un 

suceso o acontecimiento por el cual no tenga el deber jurídico de 

responder la accionada. 

 

Sobre la Culpa Exclusiva de la víctima, el CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN TERCERA, SUBSECCIÓN A, 

Consejera Ponente: MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO, de fecha (3) de octubre 

de dos mil diecinueve (2019), Radicación número: 15001-23-31-000-2009-00387-

01 (48049), Actor: AURORA DE JESÚS ARBOLEDA LEZCANO Y OTROS; 



Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, 

Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA5, precisó: 

 “(…) Con fundamento en lo expuesto, para la Sala resulta claro que el señor 

Johan Andrés Sierra Arboleda se suicidó y que, por la forma como ocurrieron 

los hechos, dicha determinación fue libre de presiones o injerencias.  

 

Además, tal y como se desprende de las declaraciones de los policías y de las 

señoras que formularon sendas quejas en contra del señor Sierra Arboleda, 

aquel nunca desplegó una actuación que les hubiera permitido inferir sus 

intenciones de quitarse la vida o la necesidad de una vigilancia adicional a la 

que se brinda en este tipo de situaciones, pues los testigos fueron coherentes 

en indicar que su exaltación estaba dirigida contra la señora Carmen Tulia 

Chavarro, en tanto que con los uniformados que atendieron el caso siempre 

estuvo presto a colaborar y, si bien la imposición de la medida de retención 

preventiva pudo generar en él sentimientos de tristeza y congoja, dicha 

situación tampoco llevaba a develar una intención suicida, porque, como en 

otras oportunidades lo ha dicho esta Corporación, por las especiales 

condiciones en que se encuentra una persona a la que se le restringe su 

libertad, resulta lógico que experimente ese tipo de aflicciones6.  

(…) 

Bajo dicho contexto, toda vez que la muerte del señor Johan Andrés Sierra 

Arboleda no fue causada por una falla del servicio de la Policía Nacional, sino 

que fue producto de la materialización de un acto suicida, libre de presiones e 

                                                           
5 Temas: RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO – responsabilidad del Estado por los daños causados 

a las personas que se encuentran recluidas en establecimientos carcelarios – deberes de vigilancia y seguridad / CAUSAL 

EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD DEL HECHO DE LA VÍCTIMA – configuración – suicidio de recluso - en el presente 

caso fue la víctima la que determinó el resultado lesivo por el que se reclama una indemnización / PRUEBA TRASLADADA 

– valoración de los documentos, informes técnicos y los testimonios contentivos de las investigaciones trasladadas a este 

proceso, en razón de las solicitudes probatorias formuladas por ambas partes 

 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 11 de abril de 2002, exp. 13122. 

C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; dicha providencia fue reiterada entre otras providencias, en: Consejo de Estado, 
Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, sentencia del 25 de agosto de 2011, exp. 22063. C.P. 
Mauricio Fajardo Gómez y sentencia del 19 de abril de 2018, exp. 41766.  



injerencias de cualquier tipo, para la Sala no resultaba procedente, como lo 

consideró el Tribunal de primera instancia, imponer una condena contra la 

entidad pública demandada, dado que la causa eficiente y determinante del 

resultado dañino obedeció única y exclusivamente a su voluntad. 

Así las cosas, como en este caso no es posible efectuar cualquier tipo de 

imputación al Estado, por cuanto se configuró la causal eximente de 

responsabilidad consistente en el hecho exclusivo de la víctima, se revocará la 

sentencia apelada y, en su lugar, se negarán las pretensiones de la demanda. 

(…)” 

EXCEPCION GENERICA:  

 

Finalmente propongo, en nombre de mi defendida, la excepción genérica aplicable 

al caso sub judice, como quiera que dicho precepto legal faculta al fallador para que 

de manera oficiosa declare cualquier otro hecho que se encuentre debidamente 

demostrado, y que constituya una excepción que favorezca a la Entidad demandada, 

y que no haya sido alegado expresamente en la contestación de la demanda (art. 

175 núm. 3 y 180 núm. 6, Ley 1437/11). 

 

PRUEBAS QUE SE APORTAN 

1. Copia del informe administrativo pro muerte NO 011-2021, del señor auxiliar 

de policía DUVAN ALBERTO AGUIRRE SALAZAR. 

2. Copia del informe ejecutivo por parte de la fiscalía general de la nación con 

numero de noticia criminal NO 170016000030202101049 

3. Acta de inspección técnica al cadáver fpj-10  

4. Informe de investigador de campo FPJ 10  

5. Copia Del Informe Pericial De Necropsia No 202101011700100245  

6. Copia del informe de novedad de fecha 20-08-2023 suscrito por le señor 

oficial de servicio de la escuela de carabineros Alejandro Gutiérrez. 

7. Actas de instrucción de fecha 17 de agosto de 2021 por parte del personal 

que labora en el almacén de armamento sobre el decálogo de seguridad con 

las armas de fuego, prevención del suicidio al personal de auxiliares de 

policía nacional asignados a la seguridad. 

 

 



 

PETICIÓN 

 

Solicito muy respetuosamente a su señoría que al momento de evaluar el caso en 

concreto, sean tenidos en cuenta los argumentos expresados por esta Defensa y 

declarar en la respectiva etapa procesal la causal de exoneración presentada por 

esta defensa y así DENEGAR en su totalidad las pretensiones de la demanda. 

 

PERSONERIA 

 

Solicito a la Honorable Jueza de la República, por favor reconocerme personería de 

acuerdo al poder otorgado por el señor Secretario General de la Policía Nacional y 

los anexos que lo sustentan. 

NOTIFICACIONES 

 

Honorable Juez, el representante legal de la entidad demandada en la carrera 59 N°26-51 

CAN-Bogotá, tercer piso Secretaria General, o en la secretaria de su honorable despacho, 

para efectos de notificación electrónico decun.notificacion@policia.gov.co.  y/o 

javier.cordobar@correo.policia.gov.co 

 

 

Del Honorable Juez,  

 

 

__________________________________________ 

JAVIER ANDRES CORDOBA RAMOS 

CC 87.067.755 DE PASTO NARIÑO. 

TP 195201 C.S.J  
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